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ACTA Nº 15-20
Sesión celebrada el 27 de abril de 2020
Acta de la sesión ordinaria número quince de la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, celebrada a las dieciocho horas con siete minutos del veintisiete de abril del dos mil veinte. 

Con motivo de la situación que vive el país por la emergencia el COVID-19, se realiza la presente sesión de manera virtual vía la aplicación Zoom; esto atendiendo los lineamientos establecidos por las autoridades sanitarias. 
Miembros presentes: Sr. Álvaro Sánchez González, Presidente; Sra. María Mercedes Flores Badilla, Vicepresidenta; Sr. Olman Alberto Ulate Calderón, Secretario; Sra. Rosibel Jara Velásquez, Prosecretaria; Sr. Rafael Ángel Guillén Elizondo, Tesorero; Sra. Sandra Arauz Chacón, Vocal I; Sr. Hugo Hernández Alfaro, Vocal II; Srta. Ximena Martín Chacón, Vocal III; Sr. Daniel González Ramírez, Vocal IV; Sra. Valeria Di Palma Carter, Vocal V; Sr. Carlos Villegas Méndez, Fiscal.
Funcionarios Asistentes: Sra. Ethel Franco Chacón, Directora Ejecutiva; Sra. Annia Picado Mesén, Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 

El Sr. Álvaro Sánchez González, Presidente, procede a dar inicio a la sesión ordinaria Nº 15-20, del 27 de abril de 2020.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 

El Sr. Álvaro Sánchez González, Presidente, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.- Comprobación de quórum e inicio de la sesión. 2.- Aprobación de Agenda Presidencia. 3.- Lectura y Aprobación del acta ordinaria No. 14-2020, 4.- Juramentación:  a) Comisión Asuntos Sociales.  b) Integrante Comisión Derecho Municipal. 5.- Correspondencia, 6.- Informe de Presidencia. 7. Informe de Directores y Directoras. 8.- Informe Dirección Ejecutiva. 9.- Asuntos de fondo breves y traslados de Fiscalía.
SE ACUERDA 2020-15-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el Sr. Álvaro Sánchez González. Se modifica la agenda para que el punto 3 sean las juramentaciones. Ocho votos.   
ARTICULO 3) JURAMENTACIÓN:  A) COMISIÓN ASUNTOS SOCIALES.  B) INTEGRANTE COMISIÓN DERECHO MUNICIPAL.
a) El Sr. Álvaro Sánchez González, procede con la juramentación de:  Srta. Ximena Martín Chacón, Coordinadora, Sr. Hugo Hernández Alfaro, Subcoordinador, Sra. Sandra Arauz Chacón, Sr. Javier Quirós Quirós y el Sr. Roy Vargas Solano. 
Al ser las dieciocho horas con diez minutos se desconectan Sr. Javier Quirós Quirós y el Sr. Roy Vargas Solano. 

b) El Sr. Álvaro Sánchez González, procede con la juramentación del Sr. Jorge Iván Calvo García, Comisión Derecho Municipal. 

Al ser las dieciocho horas con dieciocho minutos se desconecta el Sr. Jorge Iván Calvo García. 

Al se las dieciocho horas con veinte minutos se conecta la Sra. María Mercedes Flores Badilla. 

ARTICULO 4) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA ORDINARIA No. 14-2020, DEL 20 DE ABRIL DEL 2020
La Sra. Ethel Franco Chacón, Directora Ejecutiva, indica que la sesión anterior se tomó el acuerdo 2020-14-005, donde se aprueba la primer lista de  ayuda económica a los agremiados y agremiadas que demuestren encontrarse en estado de vulnerabilidad debido a la pandemia COVID19, pero no se hizo referencia al tema de los abogados que van en la lista y que tienen cuotas pendientes, ya que existe un criterio del Departamento Legal, al cual se adhiere, que dice que en tanto un abogado no pague las cuotas, no puede ser sujeto a ayuda económica, además se estaría tratando de una condonación de deuda la cual es solo potestad de la Asamblea General. El año pasado un integrante de Junta había solicitado al Departamento Legal, la posibilidad de revisar dicho criterio, pero se le dio seguimiento con el Director Legal quien indica que el criterio no lo va a variar, lo va a mantener en ese sentido, entonces partiendo de ese criterio la recomendación para los que tiene cuotas pendientes sería no aprobarles la ayuda económica, a menos de que ustedes decidan separarse del criterio legal y otorgares la ayuda.  
Al ser las dieciocho horas con treinta y cinco minutos se conecta el Sr. Olman Ulate Calderón. Se le explica el tema en discusión. 
Ampliamente discutido el tema, se toma el siguiente acuerdo:

SE ACUERDA 2020-15-002  El Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica es un ente público no estatal, creado por la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas N° 13 del 28 de octubre de 1941.  

De conformidad con los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la República, mismos que nos resultan de aplicación a los entes públicos, estamos sujetos al Principio de Legalidad, el cual implica que estamos sometidos al ordenamiento jurídico y únicamente podemos realizar aquellos actos o servicios que nos autorice el ordenamiento jurídico.

Al tenor de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas, en sus artículos 30 y siguientes, los abogados para poder ejercer y gozar de todos sus derechos como agremiado, deberán cancelar una colegiatura mensual y si ello no ocurre la Junta Directiva por imperativo legal deberá suspender a quien incumpla, según los requisitos de ley. Es decir si el abogado no está al día en el pago de sus cuotas no puede ejercer ni gozar de los beneficios de estar afiliado y al día.  De dicha colegiatura el 80% nutre el Fondo de Mutualidad y Subsidios y el 20% el funcionamiento del Colegio.

Ahora bien, la única excepción al principio de legalidad que ordena el pago de la colegiatura para gozar de los beneficios, es el caso del estado de emergencia, regulado en la Ley Nacional de Emergencias número 8488 que regula:

"Artículo 1º-Objeto. La presente Ley regulará las acciones ordinarias, establecidas en su artículo 14, las cuales el Estado Costarricense deberá desarrollar para reducir las causas de las pérdidas de vidas y las consecuencias sociales, económicas y ambientales, inducidas por los factores de riesgo de origen natural y antrópico; así como la actividad extraordinaria que el Estado deberá efectuar en caso de estado de emergencia, para lo cual se aplicará un régimen de excepción.

Artículo 2º-Finalidad. La finalidad de estas normas es conferir un marco jurídico ágil y eficaz, que garantice la reducción de las causas del riesgo, así como el manejo oportuno, coordinado y eficiente de las situaciones de emergencia.

Asimismo, esta Ley tiene la finalidad de definir e integrar los esfuerzos y las funciones del Gobierno Central, las instituciones descentralizadas, las empresas públicas, los gobiernos locales, el sector privado y la sociedad civil organizada, que participen en la prevención y atención de impactos negativos de sucesos que sean consecuencia directa de fuerza mayor o caso fortuito.

Artículo 3º-Principios. Para aplicar esta Ley, se tomarán en consideración, los siguientes principios fundamentales en esta materia:

Estado de necesidad y urgencia: Situación de peligro para un bien jurídico que solo puede salvarse mediante la violación de otro bien jurídico, con el menor daño posible para el segundo y a reserva de rendir luego las cuentas que demandan las leyes de control económico, jurídico y fiscal.

Solidaridad: Responsabilidad de las instituciones del Estado de realizar esfuerzos comunes para proteger la vida, la integridad física y el patrimonio de todos los costarricenses, considerando prioritaria la atención de las necesidades de los más vulnerables bajo los preceptos de equidad y razón.

Integralidad del proceso de gestión: La gestión del riesgo se basa en un abordaje integrado, en el cual se articulan los órganos, las estructuras, los métodos, los procedimientos y los recursos de la administración central, la administración descentralizada, las empresas públicas, los gobiernos locales, procurando la participación del sector privado y de la sociedad civil organizada.

Razonabilidad y proporcionalidad: Entre varias posibilidades o circunstancias deberá escogerse la mejor alternativa para atender un estado de urgencia y necesidad, de manera compatibles con los recursos existentes, procurando que las soluciones sean conformes con el fin superior que se persigue.

Coordinación: Principio de acción para hacer confluir hacia un mismo .n competencias diversas de diferentes actores. Permite reconocer la autonomía e independencia de cada uno de ellos; pero, a la vez, direcciona en forma concertada y sistémica hacia propósitos comunes.

Protección de la vida: Quienes se encuentran en el territorio nacional deben ser protegidos en su vida, su integridad física, sus bienes y el ambiente, frente a los desastres o sucesos peligrosos que puedan ocurrir.

Prevención: Acción anticipada para procurar reducir la vulnerabilidad, así como las medidas tomadas para evitar o mitigar los impactos de eventos peligrosos o desastres; por su misma condición estas acciones o medidas son de interés público y de cumplimiento obligatorio".

 

En donde el Dictamen de la Procuraduría General de la República número C-221-2005 indicó:

 

"La urgencia como fuente del ordenamiento

La Administración Pública está sujeta al principio de legalidad de acuerdo con la jerarquía de las normas. Pero, el ordenamiento no sólo se compone de normas jurídicas, sino también de principios y valores. Estos también son fuente del ordenamiento y pueden, consecuentemente, fundar la adopción de decisiones administrativas.

Uno de los principios que informan el ordenamiento es precisamente el del mantenimiento de éste y del Estado: “salus populi suprema lex est”, que obliga a la Administración a actuar para responder efectivamente a la situación excepcional. La necesidad de preservar la institucionalidad y el orden jurídico regular obligan a aplicar otras reglas que se adecuen a las nuevas y excepcionales circunstancias. Con base en lo cual se admite que la necesidad puede ser fuente del ordenamiento. Se permite con ello que ante situaciones o circunstancias excepcionales la legalidad ordinaria sea sustituida por una legalidad extraordinaria o de crisis.

Diversos institutos pretenden reflejar esa necesidad y determinan el margen de actuación de las autoridades públicas. Lo importante es que la emergencia o la urgencia, el estado de necesidad pueden autorizar que el Poder Ejecutivo emita decretos de urgencia que desaplican la ley ordinaria en virtud de la propia situación excepcional que se presenta. Una ley ordinaria que responde a una situación de normalidad, carente de respuestas para la situación que se presenta:

"“El "estado de necesidad" permite al Poder Ejecutivo excepcionar cualquier área de actividad del trámite ordinario y ese ejercicio conlleva, en algunos casos, un desplazamiento y otros un acrecentamiento de competencias; el derecho excepción -formado por el conjunto de normas dictadas en un momento de necesidad- deviene en inconstitucional en caso de normalidad, precisamente por ello, esta Sala estima que debe ser reflejo cierto de una realidad fáctica excepcional; otra de las características esenciales del estado de emergencia es su transitoriedad, no es admisible un trámite de excepción para realizar actividad ordinaria de la administración, aunque ésta sea de carácter urgente; además, la medida de emergencia para que se entienda como de desarrollo constitucional debe tener como propósito el bien común, debe ser justa y razonable( proporcionada en sentido estricto). Es decir, no basta con que se justifique el accionar administrativo en un estado de necesidad, la actuación material o normativa de la administración -en casos de necesidad- siempre podrá ser enjuiciada a luz de los principios que se han señalado y de ello nos ocuparemos a continuación” . Sala Constitucional, resolución N° 6503-2001 de 9:25 hrs. del 6 de junio de 2001.

Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha tenido particular cuidado en diferenciar el estado de necesidad y urgencia de la mera urgencia. La mera urgencia sería la necesidad de satisfacer una necesidad apremiante (“la pronta ejecución o remedio a una situación dada, que se ha originado en los efectos de cómo ha sido manejada ella misma”, resolución de la Sala Constitucional N° 1369-2001 de 14:10 hrs. de 14 de febrero de 2001). El criterio mantenido desde la resolución 3410-92 de las 14:45 hrs. de 10 de noviembre de 1992 es que la mera urgencia no autoriza desconocer el ordenamiento jurídico. En tratándose de la afectación de la prestación de los servicios se considera que la situación sólo configura un estado de necesidad y de urgencia, cuando se presentan hechos naturales que califican como fuerza mayor o caso fortuito (resolución N° 1369-2001 de 14:30 hrs. del 14 de febrero de 2001). Los problemas que pueda presentar un servicio público en virtud de la falta de inversión o bien, por la falta de prevención, aún cuando arriesguen la continuidad y la eficiencia del servicio no justifican una legalidad de excepción.

Al respecto, no puede olvidarse que la emergencia y urgencia en tanto permiten una legalidad de crisis constituyen la vulneración más grave que el principio de juridicidad pueda sufrir. Por ende, su admisión no puede ser sino verdaderamente excepcional".
Además el autor Agustín Gordillo en su obra Después de la Reforma de Estado 1998 aclara que no es estado de emergencia la simple urgencia sino únicamente aquella que es gravísima, para efectos de poder quebrar la aplicación exacta del principio de legalidad.

Así las cosas, es factible adoptar medidas excepcionales que quiebren el principio estricto de legalidad en casos de emergencia (no simple urgencia) pero los límites vienen dados por la existencia de dicha emergencia y por los principios de razonabilidad y proporcionalidad de la medida.

Ahora bien, considerando que existe en el país una declaratoria de emergencia, una alerta amarilla y hasta una orden sanitaria notificada al Colegio, en donde es noticia pública y notoria la crisis sanitaria e impacto en la economía, se decide conceder la ayuda económica que solicitan los agremiados indicados, a pesar de que tienen adeudos con el Colegio, pues los mismos son justamente por la crisis económica derivada de la crisis sanitaria.  Ahora bien, en un equilibrio entre la aplicación de nuestro deber según el artículo 1 inciso 7 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas, deber de decretar auxilios necesarios para proteger a profesionales en desgracia y nuestro deber de cobrar las colegiaturas para financiar el Fondo de Mutualidad y Subsidios y el funcionamiento del Colegio, estimándose que dicha medida es razonable, proporcional y suficiente para salvaguardar los intereses de nuestros agremiados, rebajar de la ayuda económica a conceder el monto de las cuotas adeudadas a la fecha, pero de previo solicitar al agremiado autorización por escrito para proceder a dicho rebajo.  De esta manera se pretende proteger a los afiliados en condiciones económicas dificultosas y a la vez salvaguardar los fondos de los subsidios con que se continuará brindando ayudas. SE ACUERDA Con respecto al tema de la aprobación de la ayuda económica a los agremiados y agremiadas que demuestren encontrarse en estado de vulnerabilidad debido a la pandemia COVID19, y que tienen deudas pendientes por concepto de cuota de colegiatura, en primer punto con la aprobación realizada en la sesión anterior mediante acuerdo 2020-14-005 de la lista presentada por la Dirección Ejecutiva, se acuerda que tanto para esa aprobación como para los que han presentado la solicitud de ayuda al día de hoy, se establezca que se les entregue el monto recomendado por la Dirección Ejecutiva, el cual se basa en el estudio e informe del trabajador social y que de ese monto se les rebaje lo correspondiente a la deuda por concepto de colegiatura, para lo cual se les solicitará de previo su autorización escrita para efectuar dicho rebajo. En razón de este trámite, se entregará la ayuda dando prioridad a los que se encuentran al día en el pago de las cuotas de colegiatura. De lo anterior, se destaca que por ley es deber mantener al día el pago, pero que esta ocasión por la situación de emergencia y por la vía de excepción que genera la crisis, es que se interpreta el principio de legalidad a través de otros principios. Siete votos. Responsable: Dirección Ejecutiva. Dirección de Finanzas y Presupuesto. Voto en contra de las Directoras Ximena Martín Chacón, Valeria Di Palma Carter, Director Rafael Ángel Guillén Elizondo, quienes votaron por adherirse al criterio expuesto por el Asesor Legal.

Realizada la revisión anterior, se procede a votar el acta 14-20 del 20 de abril del 2020. 
SE ACUERDA 2020-15-003 Aprobar el acta 14-20, celebrada el 20 de abril del 2020, con las observaciones planteadas por los señores Directores y Directoras. Ocho votos. Lo anterior con el voto en contra  del acuerdo 2020-15-002, revisión del acuerdo 2020-14-005, de las Directoras Ximena Martín Chacón, Valeria Di Palma Carter, Director Rafael Ángel Guillén Elizondo. 
ARTICULO 5) CORRESPONDENCIA.

1. Nota suscrita por la Sra. Ethel Franco Chacón, Directora Ejecutiva, mediante la cual en atención al acuerdo 2020-11-005 presenta segunda lista de  ayuda económica a los agremiados y agremiadas que demuestren encontrarse en estado de vulnerabilidad debido a la pandemia COVID19. Segundo bloque solicitudes por ayuda económica. Se presenta la segunda de cinco listas cada una con más de veinte personas.  Se procede a describir en la siguiente tabla los siguientes 22 casos, no sin antes indicar que las que se encuentran marcados en amarillo, son las que adeudan cuotas de Colegiatura y que de acuerdo con el criterio Legal no. AL-367-2012, no podrían ser sujeto de ayudas debido a su estado de morosidad, sin embargo, lo dejo a criterio de Junta la aprobación o no de la ayuda.
SE ACUERDA 2020-15-004 Se avala el informe de la Sra. Ethel Franco Chacón, Directora Ejecutiva, mediante la cual en atención al acuerdo 2020-11-005 presenta la segunda lista de  ayuda económica a los agremiados y agremiadas que demuestren encontrarse en estado de vulnerabilidad debido a la pandemia COVID19. Se aplica lo aprobado en la presente sesión mediante acuerdo        2020-15-002: -Dagoberto Quesada García, ¢400.000,00. -Flora Patricia Cubas Chaves, ¢200.000,00, -Sara Castillo Saborío, no continua con el estudio. - Alejandro Rojas Bonilla, (con cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00. - Alex Vargas Zeledón, ¢300.000,00, - María Isabel Elizondo Mora, ¢300.000,00.- Eduviges Jiménez Quirós, (con cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00 . Ericka Castillo Porras, ¢300.000,00. - Felipe Salazar Solís, (con cuotas pendientes) ayuda por ¢200.000,00. - Freyda Nazira Valladares Morales, ¢200.000,00.  - Jackelene Patricia Campos Sidney, ¢500.000,00. -Karla Vanessa López Delgado, ¢400.000,00. -Laura María Rodríguez Mendez, ¢300.000,00. - Carlos Edward Molina Brenes, ¢100.000,00. - Lindsy Dennison Rodríguez, ¢300.000,00. -María Lourdes Cuadra Solís, ¢400.000,00. -María Alexandra Oviedo Morera, ¢300.000,00 -Pablo Fernando Ramos Vargas, ¢300.000,00, -María Paz Hernández Porras, ¢100.000,00, -Susan Ginneth Esquivel Céspedes, ¢300.000,00. -Wilmar Rodríguez Carrillo, ¢200.000,00. -Yesenia Villalobos Leitón, (con cuotas pendientes) ayuda por ¢300.000,00. Siete votos. Responsable: Dirección Ejecutiva. Dirección de Finanzas y Presupuesto. Voto en contra de las Directoras Ximena Martín Chacón, Valeria Di Palma Carter, Director Rafael Ángel Guillén Elizondo, quienes sobre el tema de cómo proceder con los que tiene deuda por cuota de colegiatura, votaron en contra el  acuerdo 2020-15-002, por adherirse al criterio expuesto por el Asesor Legal. 
2. Informe AL-133-2020, suscrito por el Sr. Arnoldo Segura Santisteban, Director Departamento Legal, sobre acuerdo 2019-44-012, adoptado en la sesión ordinaria 44-19 celebrada el 12 de noviembre del 2019, donde se traslada nota del Lic. Juan Rafael Vargas Morales, donde realiza solicitud con respecto a la firma de una resolución de Fiscalía.  … “CONCLUSIONES. Con fundamento en los razonamientos expuestos, se pueden señalar las siguientes conclusiones: a) Que acorde con la relación de los artículos 19 y 24 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, el Fiscal forma parte de la Junta Directiva, quien puede participar en las sesiones con derecho a voz, no de voto. b)Que conforme con lo previsto por el Artículo 74 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, en concordancia con el artículo 8 del Reglamento de Procedimiento Interno en Tramite de Quejas ante la Fiscalía del Colegio de Abogados de Costa Rica, la Fiscalía del Colegio de Abogados está adscrita al Fiscal y será el órgano director en los procedimientos disciplinarios que sean interpuestos en contra de los agremiados de este Colegio Profesional. c) Que el traslado de los acuerdos respecto de los procedimientos disciplinarios, corresponde a una labor propia del trámite de las denuncias interpuestas ante la Fiscalía, de ahí que éstos son suscritos por parte del Fiscal, tal y como sucedió con la denuncia interpuesta por la representada del señor Vargas Morales. d) Que en caso de que el interesado requiera una certificación del acuerdo, tal y como lo hizo el señor Vargas Morales, es de igual forma un documento que únicamente debe ser suscrito por el Secretario de la Junta Directiva, ello conforme con lo previsto por la concordancia del artículo 26 de la Ley Orgánica, con el artículo 25 del Reglamento Autónomo del Colegio de Abogados de Costa Rica, ya que es éste quien ostenta la facultad de refrendar las constancias y certificaciones legales. e) Que en ambos casos, sea la comunicación por parte del Fiscal, así como la certificación emitida por el Secretario de la Junta Directiva, el documento correspondiente debe ser suscrito únicamente por ellos, según corresponda, no así por todos los miembros que integran la Junta Directiva”.
SE ACUERDA 2020-15-005 Se avala el informe AL-133-2020, del Sr. Arnoldo Segura Santisteban, Director Departamento Legal, sobre acuerdo 2019-44-012, adoptado en la sesión ordinaria 44-19 celebrada el 12 de noviembre del 2019, con el cual se traslada nota del Lic. Juan Rafael Vargas Morales, donde realiza solicitud con respecto a la firma de una resolución de Fiscalía.  … “CONCLUSIONES. Con fundamento en los razonamientos expuestos, se pueden señalar las siguientes conclusiones: a) Que acorde con la relación de los artículos 19 y 24 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, el Fiscal forma parte de la Junta Directiva, quien puede participar en las sesiones con derecho a voz, no de voto. b)Que conforme con lo previsto por el Artículo 74 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, en concordancia con el artículo 8 del Reglamento de Procedimiento Interno en Tramite de Quejas ante la Fiscalía del Colegio de Abogados de Costa Rica, la Fiscalía del Colegio de Abogados está adscrita al Fiscal y será el órgano director en los procedimientos disciplinarios que sean interpuestos en contra de los agremiados de este Colegio Profesional. c) Que el traslado de los acuerdos respecto de los procedimientos disciplinarios, corresponde a una labor propia del trámite de las denuncias interpuestas ante la Fiscalía, de ahí que éstos son suscritos por parte del Fiscal, tal y como sucedió con la denuncia interpuesta por la representada del señor Vargas Morales. d) Que en caso de que el interesado requiera una certificación del acuerdo, tal y como lo hizo el señor Vargas Morales, es de igual forma un documento que únicamente debe ser suscrito por el Secretario de la Junta Directiva, ello conforme con lo previsto por la concordancia del artículo 26 de la Ley Orgánica, con el artículo 25 del Reglamento Autónomo del Colegio de Abogados de Costa Rica, ya que es éste quien ostenta la facultad de refrendar las constancias y certificaciones legales. e) Que en ambos casos, sea la comunicación por parte del Fiscal, así como la certificación emitida por el Secretario de la Junta Directiva, el documento correspondiente debe ser suscrito únicamente por ellos, según corresponda, no así por todos los miembros que integran la Junta Directiva”. Diez votos. Responsable: Secretaria comunicar. 
3. Nota suscrita por el Sr. Gerardo Solís Sequeira, Director Académico y de Incorporaciones, mediante la cual proponer respuesta a los correos individuales o de grupos pequeños que han hecho solicitud de realizar el examen, estos correos llegan a varias oficinas. En vista de lo anterior, es importante hacer un comunicado a todos los postulantes para que tengan información de lo que el Colegio está haciendo. Propone:

Considerando que:

1. Existe una medida sanitaria que debemos cumplir y requiere de un distanciamiento social.

2. El Reglamento de Deontología Jurídica, Vigilancia y Excelencia Académica, Artículo 12, indica …. La Dirección Académica calendarizará en forma anual las convocatorias para la realización del examen, las cuales deberán ser aprobadas por la Junta Directiva y ser publicadas en la página web del Colegio
3. Lo que existe en el campus virtual denominado zona de práctica es un medio de práctica para los postulantes y no un examen propiamente.
Determina:
1. Dejar sin efecto las fechas que fueron aprobadas el año pasado para la realización del examen, en virtud de las condiciones existentes del país y las exigencias del Ministerio de Salud.

2. Se encomienda al Comité de Excelencia y a la Dirección Académica, identificar,       evaluar y proponer la mejor metodología para la aplicación de pruebas de alto impacto como lo es el examen de excelencia académica.

3. Que el Comité de Excelencia y la Dirección Académica hagan una propuesta de las nuevas fechas para la realización del examen, una vez que se haya identificado y demostrado que la metodología a usar sea validad y ofrezca la confiabilidad y seguridad que la realización de esta prueba demande.

4. De acuerdo con lo establecido por el Comité de Excelencia, los contenidos a evaluar serán los vigentes al momento en que la persona realiza o realizó la matricula del examen.

5. Comunicar a todos los postulantes lo anterior.

SE ACUERDA 2020-15-006 Informa el señor Gerardo Solís Sequeira, Director Académico y de Incorporaciones, que ha recibido una serie de correos electrónicos de postulantes al examen de excelencia solicitando realizar la prueba, por lo que considerando las medidas sanitarias imperantes con relación al distanciamiento social y prohibición de actividades que impliquen aglomeración, solicita expresamente: 1. Dejar sin efecto la programación del examen de excelencia académica en las fechas calendarizadas para el año 2020 hasta tanto se levanten las medidas sanitarias ordenadas por las autoridades gubernamentales. 2. Se encomiende al Comité de Excelencia y Dirección Académica, identificar, evaluar y proponer la metodología más efectiva para la aplicación de la prueba por tratarse de un examen de alto impacto social. 3. Que una vez que se haya identificado la metodología que ofrezca la confiabilidad y seguridad para llevar a cabo el examen de excelencia académica el Comité de Excelencia y Dirección Académica propongan nuevas fechas para la calendarización de la prueba. 4. Que los contenidos a evaluar en la prueba sean los vigentes al momento en que el postulante matriculó la prueba. 5. Que a través de la Dirección Académica se comunique a todos los postulantes el acuerdo que tome la Junta Directiva. Una vez analizados y discutidos todos y cada uno de los puntos que somete el señor Director Académico a conocimiento y decisión de esta Junta Directiva, se acuerda: 1. Dejar sin efecto la calendarización de la prueba de excelencia académica programada para el presente año en virtud del contenido de las medidas sanitarias emitidas en el Decreto Ejecutivo Nº 42221-S-MTSS, publicado en el Alcance 42 de La Gaceta Nº 49 del 12 de marzo del 2020, así como el Decreto Ejecutivo Nº 42227-MP-S, publicado en el Alcance 46 de La Gaceta Nº 51 del 16 de marzo de los corrientes, relacionados con la emergencia epidemiológica sanitaria internacional por brote de coronavirus que afecta el país. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13 del citado decreto, el Poder Ejecutivo declarará la cesación del estado de emergencia nacional cuando se cumplan las fases de emergencia definidas en el artículo 30 de la Ley de Salud, artículo 2 del decreto y que además, se cuente con el criterio técnico emitido por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias. En virtud de lo anteriormente dicho, la reprogramación y calendarización presencial del examen de excelencia para el año 2020, quedará supeditado al levantamiento de la emergencia nacional y las consecuentes medidas sanitarias decretadas con apercibimiento legal en caso de omisión. 2. La Junta Directiva en coordinación con la Dirección Académica y el Comité de Excelencia se avocarán a la exploración de mecanismos tecnológicos confiables y seguros que permitan migrar el examen de excelencia a modo virtual, para lo cual, se investigará en el mercado las opciones posibles en aras de analizar los costes del proyecto y la factibilidad de implementación. 3. Que una vez que se haya aprobado por esta Junta Directiva la implementación virtual del examen de excelencia, la Dirección Académica comunicará a los postulantes la entrada en vigencia y la calendarización de las pruebas. 4. Los contenidos programáticos a evaluar serán los vigentes en la plataforma al momento de haberse matriculado la prueba. 5. La realización del curso de Deontología Jurídica se mantiene incólume en su modalidad y metodología. 6. Comuníquese el presente acuerdo a todos los postulantes que hubiesen matriculado la prueba y los que gestionen la realización de la prueba de modo virtual pese a no encontrarse autorizada por esta Junta Directiva, para lo cual se autoriza a la Dirección Académica la notificación.  Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Dirección Académica y  Incorporaciones. 
La Sra. Rosibel Jara Velázquez, propone la firma de un contrato leasing con una empresa que alquile tables las tres o cuatro veces que se aplique el examen de excelencia académica. Incluir un técnico que colabore en el momento de realizarlo. Esto para realizar el examen electrónico pero presencial. Para tal efecto, se puede contar con una plataforma en el Colegio, para contar con un propio servidor y habilitar además el examen en las Sedes Regionales, con la siguiente observación que las tabletas irían en blanco, bloqueado el acceso a internet y redes sociales, únicamente contarían con la aplicación del Colegio para que en el momento a la hora y fecha señalada despliegue el examen, antes de ese momento no se tiene acceso al examen en ninguna de las tabletas. De ser así contaran con la nota el mismo día que lo realizan. Adicionalmente, se puede enviar una nota a la Escuela Judicial, solicitando una cita para nos expliquen y asesoren cómo se puede realizar.  

Al ser las veinte horas con veinte minutos el señor Presidente se separa un momento de la sesión y asume la Sra. María Mercedes Flores Badilla.  
El Sr. Daniel González Ramírez, explica en que consiste el convenio. 

4. Convenio de Cooperación entre el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica  y la Fundación Mejoremos Costa Rica.  Objeto del Convenio: El presente convenio tiene el propósito de crear entre las Partes vínculos de cooperación orientado hacia la promoción, formación y fortalecimiento de los valores que promuevan estándares de vida y desempeño laboral, familiar y personal; así como el apoyo a los programas para la formación de líderes y otras iniciativas que busquen objetivos similares.
SE ACUERDA 2020-15-007 Se aprueba y se autoriza al señor Presidente a la firma del Convenio de Cooperación entre el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica  y la Fundación Mejoremos Costa Rica.  Objeto del Convenio: El presente convenio tiene el propósito de crear entre las Partes vínculos de cooperación orientado hacia la promoción, formación y fortalecimiento de los valores que promuevan estándares de vida y desempeño laboral, familiar y personal; así como el apoyo a los programas para la formación de líderes y otras iniciativas que busquen objetivos similares. Nueve votos. Responsable: Presidencia. Departamento Legal. 
Al ser las veinte horas con veinticinco minutos se reincorpora a la sesión el señor Presidente.
5. Nota GCJ/MSM/0104-2020, suscrita por el Sr. Manfred A. Sáenz Montero, Gerente Corporativo Jurídico, Banco de Costa Rica, comunica la propuesta para modificar los artículos del Reglamento de servicios legales de cobro judicial del Banco de Costa Rica. Se solicita que se pronuncien sobre los ajustes propuestos por el Banco al señalado reglamento, dentro del término de diez días hábiles. En caso que no se reciban objeciones, dentro del plazo establecido se procederá con la modificación.
SE ACUERDA 2020-15-008 Con respecto a la nota CJ/MSM/0104-2020, del Sr. Manfred A. Sáenz Montero, Gerente Corporativo Jurídico, Banco de Costa Rica, donde solicita criterio para modificar los artículos del Reglamento de servicios legales de cobro judicial del Banco de Costa Rica, respetuosamente hacemos de su conocimiento, que este Colegio no tiene competencia para emitir opinión consultiva al respecto, ya que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, inciso 3° de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas, sólo es procedente dicha figura -opinión- cuando proviniere de alguno de los Supremos Poderes de la República. Quedando claramente establecido que por impedimento legal el Colegio no puede atender la gestión promovida en los términos solicitados, si conviene señalar, que de acuerdo con las competencias asignadas por Ley, el Colegio de Abogados y Abogadas al tenor de lo dispuesto en el artículo 1 inciso 6° de su Ley Orgánica en consonancia con el contenido normativo del artículo 1°del Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales y Notariado y los artículos 48 y 49 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, goza de imperativo legal en la vigilancia y fiscalización de los aranceles dispuestos para el ejercicio de la abogacía y el notariado en los términos y alcances dispuestos por el decreto 41457-JP vigente, el cual expresamente señala en su artículo 1°: "(...) Esta normativa es de acatamiento obligatorio para los Abogados(as) Y Notario(as), particulares en general y funcionarios (as) públicos (as) de toda índole. En razón de lo anterior, contra este Decreto Ejecutivo no podrán oponerse acuerdos o disposiciones de entidades públicas o privadas que de forma alguna contravengan, varíen o modifiquen las situaciones aquí reguladas...", señalando también dicha norma, que toda violación a las disposiciones reguladas serán sancionadas cuando corresponda por esta Junta Directiva, lo que explica la limitación legal de la opinión consultiva solo proveniente de un Supremo Poder.   Diez votos. Responsable: Secretaría comunicar
6.  Nota MIDEPLAN-DM-OF-0476-2020, suscrita por la Sra. María del Pilar Garrido Gonzalo, Ministra de Planificación Nacional y Política Económica, mediante la cual brinda respuesta a la nota JD-03-284-20, donde se solicita que los trabajadores independientes sean tomados en cuenta en el “Plan Proteger”.  …Este beneficio se podrá solicitar, única y exclusivamente, por medio de la plataforma creada por el Gobierno: proteger.go.cr, siendo la solicitud gratuita y personalísima”. … “ agradezco su preocupación por el sector que su organización representa”.  Se detalla en la nota los requisitos para las personas que pueden optar por la ayuda. 
SE ACUERDA 2020-15-009  Colgar en la página del Colegio, para información de los agremiados, la nota  MIDEPLAN-DM-OF-0476-2020, de la Sra. María del Pilar Garrido Gonzalo, Ministra de Planificación Nacional y Política Económica, donde explica lo relacionado con el “Plan Proteger”. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento de TI.  
7. Nota suscrita por la Sra. Cristina Noemí Armella Presidenta de la Unión Internacional del Notariado, mediante la cual reitera solidaridad con todos los notarios del mundo y sus organizaciones nacionales. Comparte consideraciones con respecto a la utilización de las “nuevas tecnologías” en el ámbito notarial. Se adjunta una encuesta y estudio sobre los efectos de la pandemia de COVID-19 en la actividad notarial, para proporcionar, a los Notariados que más requieren ayuda, información sobre la manera en que cada notariado está enfrentando la actual situación de emergencia sanitaria Covid-19.

SE ACUERDA 2020-15-010 Que el Departamento de Comunicación y Mercadeo divulgue por la base de datos la nota junto con la encuesta,  para que los agremiados notarios que lo tengan a bien respondan el cuestionario enviado por  la Sra. Cristina Noemí Armella Presidenta de la Unión Internacional del Notariado, sobre estudio relacionado con los efectos de la pandemia de COVID-19 en la actividad notarial. Plazo para enviar las encuestas al Colegio el jueves 07 de mayo 2020.  Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento de Comunicación y Mercadeo. 
8. Nota 3684-2020, suscrita por la Sra. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General, Corte Suprema de Justicia, mediante la cual transcribe los acuerdos tomados por la Corte Plena, en sesión N° 12-2020 celebrada el 16 de marzo del 2020. …. “SE DISPONE: Se dispone el cierre temporal en el periodo comprendido entre el 17 de marzo a las cero horas, hasta el viernes 3 de abril a las veintitrés horas cincuenta y nueve minutos, en todo el país”.
Al respecto se toma nota. 

El Sr. Rafael Ángel Guillén Elizondo, enfatiza que para todos los casos relacionados con el Sr. licenciado Frank Paniagua Mendoza, se abstendrá de participar en la discusión y de emitir criterio alguno. 
9. Nota 2661-2020, suscrita por el Sr. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino, Corte Suprema de Justicia, mediante la cual transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 14-2020 celebrada el 20 de febrero de 2020. … “Se acordó: Tomar nota de las comunicaciones realizadas por el licenciado Carlos Villegas Méndez, Fiscal de la Fiscalía del Colegio de Abogados, referente a la suspensión en el ejercicio de la profesión del licenciado Frank Paniagua Mendoza”.
Al respecto se toma nota. 

10. Nota 3753-2020, suscrita por el Lic. Carlos T.  Mora Rodríguez, Subsecretario General Interino, Corte Suprema de Justicia, donde transcribe acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 18-2020 celebrada el 5 de marzo de 2020. … “ Se acordó: Tomar nota de la resolución de las nueve horas cuarenta y seis minutos del veinticinco de febrero del año dos mil veinte, dictada por la Fiscalía del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y suscrita por el licenciado Carlos Villegas Méndez.”
Al respecto se toma nota. 

11. Nota suscrita por la Sra. Ana Marcela Zeledón Solano, mediante la cual con respecto al examen de excelencia Académica recomienda que se considere la posibilidad de hacerlo vía virtual a través de la plataforma electrónica con que ya cuenta el Colegio y que ha demostrado ser ágil, segura, y eficiente.

12. Nota suscrita por Allan Calderón Chacón, Silvia Garro Tapia, Paula Sofía Ramírez Zúñiga, mediante la cual solicitan con respecto a la realización del examen de excelencia académica:  … “El Colegio de Abogados y Abogadas, debe de manera inmediata, adaptar la prueba según las necesidades sobrevenidas y el desarrollo tecnológico en aras de la satisfacción del interés colectivo, siempre en equilibrio con el resguardo de los derechos fundamentales de los interesados en incorporarse al Colegio”.
13. Nota suscrita por el Sr. Marco Antonio Rey Echeverría, mediante la cual indica: “…  consideramos que no existe para este Colegio, impedimento alguno para considerar la posibilidad de echar mano de los recursos tecnológicos con los que cuenta para realizar el examen de excelencia de forma virtual, de la misma forma en que muchas universidades han optado por la realización de pruebas de grado de manera virtual, e incluso de graduaciones”.

14. Nota suscrita por la Sra. Melissa María Torres Sánchez, mediante la cual sugiere valorar la posibilidad de realizar el examen de excelencia académica de a través de la herramienta del “Campus Virtual” o una versión análoga a esa plataforma. 

15.  Nota suscrita por la Sra. Yajaira Murillo Padilla, mediante la cual indica …. “Considero que ustedes tienen en sus manos amplias posibilidades para tomar una decisión y solucionar el asunto de forma expedita, ya sea realizando el examen de forma virtual o citando a los estudiantes en pequeños grupos”. 

16.  Nota suscrita por el Sr. Santiago Jiménez Sanabria, mediante la cual solicita información sobre medidas de contingencia para la realización del examen de excelencia académica marzo-2020.  … “Por otro lado, quisiera tener certeza sobre la vigencia del curso de Deontología Jurídica realizado en enero-febrero del 2020, debido a la postergación del examen, así como respecto a la aplicabilidad del temario, debido a que, en mi caso, para el examen de excelencia de marzo 2020 rige el temario “viejo” y no el que regiría para la convocatoria de julio”.
SE ACUERDA 2020-15-011 Con respecto a las notas del punto 11 al 16 de: Sra. Ana Marcela Zeledón, Allan Calderón Chacón, Silvia Garro Tapia, Paula Sofía Ramírez Zúñiga, Sr. Marco Antonio Rey Echeverría, Sra. Melissa María Torres Sánchez, Sr. Santiago Jiménez Sanabria, sobre el examen de excelencia académica, la Dirección Académica y de Incorporaciones les remitirá un comunicado sobre el acuerdo 2020-15-006. Diez votos. Responsable: Dirección Académica y de Incorporaciones. 
17. Nota suscrita por el Sr. Melvin Barrantes Chaves, abogado y Fiscal de la República, vecino de Pérez Zeledón, mediante la cual plantea disconformidad: - Se incorporó al Colegio en el mes de noviembre 2011,  sin ninguna distinción ni mención honorífica. -Se implementó un nuevo formato para los avisos y noticias vía correo electrónico, siendo predominantemente en imágenes o capturas de imagen, y no así el tradicional formato texto convencional, lo que impide que una persona con dificultad visual permanente (ceguera), pueda tener acceso a los mismos mediante los programas informáticos denominados lectores de pantallas, que son empleados por personas ciegas o con disminución visual para poder operar equipos informáticos. Contexto de discriminación negativa, al no ser sopesada mi situación particular, dado a que ello fue debida y oportunamente informado por mi persona desde el año dos mil trece, ante La Oficina de Tecnologías de la Información y Comunicación del Colegio. Ruego sea atendida mi disconformidad, en función de que desde el año dos mil trece, no he podido tener siquiera noción básica sobre los contenidos comunicados y difundidos por parte del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, lo que estimo es de vital relevancia para el ejercicio efectivo y cabal de la profesión en derecho. -… “En otro orden de ideas, desde que figuro como agremiado no vidente (ciego), del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, no he recibido reconocimiento, mención o mérito, por los logros alcanzados, siquiera por ser el primer Fiscal de la República en condición de discapacidad visual permanente, no solo del país, sino a nivel latinoamericano, desempeñándome en dicho cargo desde el año dos mil trece hasta la actualidad, promoviendo con ello, la constitución de una plataforma reglamentaria así como una política con perspectiva de discapacidad, la cual facilitó que un funcionario judicial como lo es el colega Olman Ugalde González, pudiese incorporarse como Juez Laboral; empero, el citado colega ha recibido méritos y reconocimientos incluso por el solo hecho de haber sido colegiado (medalla de oro emitida por El Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica en el año dos mil)…”. 

La Sr. Ethel Franco Chacón, señala que el Colegio siempre envía los comunicados con la alternativa para que los no videntes puedan informarse. El problema es cuando un tercero solicita al Colegio enviar un comunicado y remiten únicamente la imagen, entonces la Directora de Comunicación sugiere tomar el acuerdo de que los comunicados que requieran ser pasados por el Colegio se solicite enviar además de la imagen el respectivo texto para que pueda ser divulgado
La señora Vicepresidenta, sugiere traerlo como invitado especial en una de las incorporaciones. 
SE ACUERDA 2020-15-012 En atención a la nota del Sr. Melvin Barrantes Chaves, se toma nota de sus consideraciones y se analizará para lo que corresponda.   Con relación a los comunicados del Colegio para que las personas no videntes, puedan tener acceso a los mismos mediante los programas informáticos denominados lectores de pantallas, los comunicados que se remitan al Departamento de Comunicación y Mercadeo, para divulgar en la página del Colegio, deberán remitirse tanto en imagen, como en texto para que el mismo pueda ser de acceso a las personas no videntes y así cumplir  con la Ley 7600.  Diez votos. Responsable: Departamento de Comunicación y Mercadeo. 

18. Recurso de Revocatoria interpuesto por el Sr. Jorge Danilo Arrieta Guzmán, conta el acuerdo 2019-44-067. Exp. Fiscalía. 593-18.

SE ACUERDA 2020-15-013 Trasladar a la Fiscalía el Recurso de Revocatoria interpuesto por el Sr. Jorge Danilo Arrieta Guzmán, conta el acuerdo 2019-44-067. Exp. Fiscalía. 593-18. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Fiscalía. 

19. Recurso de Revocatoria interpuesto por el Sr. Baudilio Morales Monroy, conta el acto Final de la sesión 44-2019, del 12 de noviembre 2019. Exp. 311-19 (1). 

SE ACUERDA 2020-15-014 Trasladar a la Fiscalía el Recurso de Revocatoria interpuesto por el Sr. Baudilio Morales Monroy, conta el acto Final de la sesión 44-2019, del 12 de noviembre 2019. Exp. 311-19 (1). Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Fiscalía.

20. Recurso de Revocatoria interpuesto por el Sr. Leonardo Diaz Rivel, conta el acuerdo 2020-08-046.  Exp. 229-18-19 (6). 

SE ACUERDA 2020-15-015 Trasladar a la Fiscalía el Recurso de Revocatoria interpuesto por el Sr. Leonardo Diaz Rivel, conta el acuerdo 2020-08-046.  Exp. 229-18-19 (6). Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Fiscalía.

21. Copia de nota enviada por Sr. Gerardo Solís Sequeira, Director Académico y de Incorporaciones, dirigida a la Sra. Gabriela Porras Herrera, Asesora Nacional en Currículum, Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada, mediante la cual remite criterio de la Dirección Académica y de Incorporaciones con respecto a la apertura de la Carrera de Derecho solicitado por la Universidad Isaac Newton.

SE ACUERDA 2020-15-016 a) Se toma de nota del criterio enviado por el Sr. Gerardo Solís Sequeira, Director Académico y de Incorporaciones, dirigida a la Sra. Gabriela Porras Herrera, Asesora Nacional en Currículum, Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada. b) Se solicita a la Dirección Académica y de Incorporaciones, que a futuro todo pronunciamiento o criterio vinculado con las competencias del Colegio, debe en primera instancia ser elevado a Junta Directiva a fin de someterlo a consideración. c) Enviar un recordatorio a la Comisiones de Trabajo en ese mismo sentido. Diez votos. Responsable: Dirección Académica y de Incorporaciones.

Al ser las veintiún horas con diez minutos se desconecta la Sra. María Mercedes Flores Badilla. 

22. Nota RH-140-2020, suscrita por el Sr. Freddy Brenes Granados, Departamento de Recursos Humanos, mediante la cual comunica que de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la Ley No 8422, “Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública” se deberá presentar la declaración anual de bienes, cuyo plazo para la recepción de la misma es por el periodo comprendido del lunes 4 al viernes 22 de mayo 2020. Deberán presentar la declaración anual: María Mercedes Flores Badilla, Rosibel Jara Velásquez, Rafael Ángel Guillén Elizondo, Hugo A. Hernández Alfaro.
SE ACUERDA 2020-15-017 En atención  a la nota RH-140-2020, del Sr. Freddy Brenes Granados, Departamento de Recursos Humanos, se solicita a los Directores y Directoras que les corresponde, tomar nota para el debido cumplimiento.  Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Junta Directiva. 
23. Nota PE-0878-2020, suscrita por Dra. Liza Vásquez Umaña Asesor Médico/ Jefe de Despacho a.c., mediante la cual indica que con instrucciones del Dr. Román Macaya Hayes, Presidente Ejecutivo, se acusa recibo de su oficio JD-04-321-20, acuerdo 2020-13-024, tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, donde ofrecen total apoyo al Gobierno ante la situación que vive el país por motivo de la pandemia del COVID-19. Además, destacan la eficiencia en la atención oportuna que se ha dado a toda la ciudadanía en esta emergencia sanitaria.  Al respecto, este despacho agradece la remisión de su oficio y el apoyo brindado al gobierno en la atención de esta pandemia. 

Al ser las veintiún horas con veinticuatro minutos se desconecta la Sra. Valeria Di Palma Carter.  

Al respecto se toma nota.
24. Copia de nota suscrita por el Sr. Cristian Miguel Vargas Araya, dirigida a Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia, sobre “situación especial con relación al Impuesto del Valor Agregado que la Corte Suprema de Justicia, regulariza en forma administrativa en contra de las Costas Personales mediante el Sistema de Giros de dineros que constan retenidos en el expediente digital”.   … “Pretensión: por todo lo expuesto solicito interpongan sus buenos oficios y modifiquen a nivel de sistema de giros o pagos que al efecto lleva esta institución, que el IVA debe ser cancelado del monto que ha sido retenido dentro del expediente ( bien sea por concepto de embargo de salarios u otros supuestos) y no como se hace actualmente, que se carga como parte de los honorarios de abogado”.  
Al respecto se toma nota.
ARTICULO 6) INFORME DE PRESIDENCIA.

6.1 El Sr. Álvaro Sánchez González, informa que la Comisión Costarricense de Derecho Internacional Humanitario, de la cual forma parte, conformó la Subcomisión de Normas y la de Difusión y Enseñanza, de las cuales el Colegio será el coordinador. 
6.2 El Sr. Álvaro Sánchez González, señala que tomando en consideración que se han presentado inconvenientes con algunas Comisiones, se conformó el grupo gestor general de Comisiones el cual estará coordinado por el Sr. Froylán Alvarado y estará integrado además por Sra. Isabel Bolaños y la Sra. Liana Noguera. 

6.3 El Sr. Álvaro Sánchez González, comenta que la Junta Directiva tiene la facultad de nombrar honoríficamente, por lo que tomando en cuenta el buen accionar del Gobierno ante la emergencia por el COVID-19, el Director Legal, mencionó que se puede analizar otorgarlo al Presidente de la República, Ministro de Salud, Presidente Ejecutivo de la CCCSS y los Directivos.  

6.4 El Sr. Álvaro Sánchez González, señala que se debe tomar una decisión con respecto a la consulta que hiciera el Lic. Jhon Aguilar, sobre la posibilidad de un rebajo del 20% en el monto de los honorarios, señala que el hecho de rebajar los montos es algo complicado porque requiere valorar aspectos técnicos de la Comisión de Aranceles, posteriormente remitirlo para aprobación del Ministerio de Justicia. 
SE ACUERDA 2020-15-018 Se Comisiona a Sr Olman Ulate Calderón la redacción del acuerdo.  Ocho votos. 
ARTICULO 7) INFORME DE DIRECTORES.

7.1  El Sr. Olman Ulate Calderón, procede a dar lectura a la respuesta que se le comisionó, sobre la solicitud del Sr. Rafael Ángel Castillo Medina. 
SE ACUERDA 2020-15-019 Que mediante memorial remitido a esta Junta Directiva, el Licenciado Rafael Ángel Castillo Medina da cuenta que en fecha 14 de marzo del año en curso, en horas de la mañana, se dirigió -con su familia- hasta las instalaciones del Colegio de Abogados y Abogadas, sede Puntarenas, con la intención de hacer uso del centro de recreo, sin embargo, a su llegada fue informado que las mismas se encontraban cerradas al público con ocasión de las medidas sanitarias acordadas por el Gobierno con ocasión de la presencia del coronavirus en el país. En su queja, el agremiado reclama que el Colegio de Abogados pese a la existencia de tanta tecnología y de la información que maneja sobre sus agremiados, no le comunicara oportunamente que debido a la pandemia se había ordenado el cierre del centro de recreo en la sede de Puntarenas, lo que provocó que tuviera que incurrir en una serie de gastos extra como alquiler de cabina, comida y gasolina para no desanimar a su familia del frustrado paseo. Corolario de lo anterior, el agremiado solicita que el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica le cancele la totalidad de los gastos en los que incurrió por motivo de no habérsele informado oportunamente del cierre, los cuales estima en 15.000.00 colones por concepto de gasolina, 13.175.00 por alimentación, 30.000.00 por el alquiler de una cabina, todo para un monto total de 58.175.00 colones. SE ACUERDA: Rechazar el reclamo económico que promueve el licenciado Rafael Ángel Castillo Medina. Lo primero que debe indicarse, es que el uso y disfrute de las áreas recreativas y deportivas que hagan los agremiados en las instalaciones centrales del Colegio o bien en las sedes que cuenten con estas, es una decisión únicamente a cargo del agremiado, quien decide cuándo y cómo hace efectivo ese derecho. Aclarado lo anterior, conviene señalar que de acuerdo con la inteligencia del artículo 632 del Código Civil, las causas productoras de obligación son: los contratos, los cuasicontratos, los delitos, los cuasidelitos y la ley. En el caso que nos ocupa, no cabe duda, que la decisión del licenciado Castillo Medina de concurrir con su familia a las instalaciones del Colegio de Abogados y Abogadas, Sede Puntarenas, constituye un acto propio de la autonomía de la voluntad y del derecho que tiene a hacer uso de las instalaciones, más sin embargo, no puede dejarse de lado, que para el momento en que el licenciado Castillo Medina ejerció su derecho no resultó el más conveniente para sus intereses, por cuanto, el país se encontraba enfrentando la presencia del coronavirus y con ocasión de ese evento mundial las autoridades de gobierno adoptaron medidas sanitarias, siendo parte de ellas, el Decreto Ejecutivo Nº 42221-S-MTSS, publicado en el Alcance 42 de la Gaceta Nº 49, de fecha 12 de marzo del 2020, en el cual se ordenó, entre otros, la suspensión del uso de centros de recreo y deportivos. Consecuentes con lo ordenado, el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, a través de la plataforma institucional informó a todos sus agremiados sobre el cierre de áreas recreativas y deportivas ubicadas en las sedes de Zapote, Puntarenas y Pérez Zeledón, comunicado que se hizo el día viernes 13 de marzo del 2020 a las 15:55 horas, es decir, dentro de las siguientes 24 horas de haberse publicado la medida sanitaria en La Gaceta. Cabe acotar, que desde el día 08 de marzo de los corrientes, era de conocimiento público el decreto de alerta amarilla por la existencia de un aumento de casos confirmados con COVID-19, situación que ameritó la publicación de la Directriz Nº 073-S-MTSS, en el Alcance 41 a la Gaceta Nº 47, en fecha 10 de marzo 2020. Haciendo un recuento de los acontecimientos y la reacción de las autoridades sanitarias, podemos concluir con claridad meridiana que el Gobierno actuó con premura en el dictado de una serie de medidas sanitarias de conocimiento público, entre estas, la directriz nº 073-S-MTSS (Gaceta Nº 47 del 10 de marzo 2020) y el decreto ejecutivo nº 42221-S-MTSS (Gaceta Nº 49 del 12 marzo 2020), de modo que, a la luz del panorama descrito, resulta inexplicable que frente al desarrollo de un estado pandémico de emergencia nacional y la abrumadora campaña de concientización social para quedarse en casa, no se atendieran tales recomendaciones y en su lugar se planificara la visita a un sitio de los contemplados en el citado decreto. Ahora bien, si pese a las órdenes sanitarias vigentes desde el 12 de marzo y la comunicación difundida por el Colegio sobre el cierre de las áreas recreativas y deportivas en las sedes de Zapote, Pérez Zeledón y Puntarenas, el Licenciado Castillo Medina decidió visitar el centro de recreo ubicado en la sede de Puntarenas, es un acto unilateral enteramente entendible solo a través del ejercicio del principio de autonomía de la voluntad, sin que pueda desprenderse de tal acto, el nacimiento de una obligación civil que justifique el reclamo indemnizatorio pretendido. Así las cosas, no encontrándonos en presencia de una fuente generadora de responsabilidad civil para el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, se desestima el reclamo económico que formula el Licenciado Rafael Castillo Medina. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría comunicar. 

7.1.1  El Sr. Olman Ulate Calderón, indica que el día de hoy se debía presentar la recomendación del Jurado para el Premio Abogado Distinguido, pero con motivo de la emergencia nacional por el COVID-19, solicita ampliar el plazo para que se reúna el jurado y realizar la apertura del único sobre que se recibió y se eleve la respectiva recomendación a la Junta Directiva. 

La señora Directora Ejecutiva, indica que efectivamente el Director Legal, conoció del tema e indico que por la crisis que se vive, se corren los plazos. 

SE ACUERDA 2020-15-020 Con motivo de la emergencia nacional que se presenta por el COVID-19, se amplía el plazo al 11 de mayo para que el Jurado Calificado presente la recomendación para el Premio del Abogado Distinguido 2020. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Jurado Calificador. 

7.1.2  El Sr. Olman Ulate Calderón, sugiere publicitar que el Colegio tiene alianzas con diversos comercios.

El Sr. Presidente, indica que el Departamento de Comunicación lo está realizando. 
7.2 La Sra. Rosibel Jara Velásquez, con respecto al tema de realizar el examen electrónico pero presencial, propone enviar una nota a la Escuela Judicial y Departamento de Informática, solicitando una cita para nos expliquen y asesoren cómo es el funcionamiento de los exámenes virtuales.  
SE ACUERDA 2020-15-021 Tomando en consideración que el Colegio se encuentra revisando alternativas para nueva modalidad en la aplicación del examen de excelencia académica, se solicita a la Escuela Judicial y Departamento de Informática, la posibilidad de atendernos a fin de que nos puedan brindar explicación y asesoría sobre el funcionamiento de los exámenes virtuales que aplica el Poder Judicial. Ocho votos. Responsable: Secretaría comunicar. 

7.3 La Srta. Ximena Martín Chacón, informa que la Sra. Lucett Watler, Coordinadora de la Comisión de Afrodescendientes, le externó solicitud de brindar colaboración a los agremiados de Cahuita, Limón, que se encuentran en necesidad de alimento e internet para solicitar ayuda al Gobierno, con motivo del COVID-19. 
La señora Directora Ejecutiva, externa que se puede analizar la posibilidad de enviar una móvil para recoger las solicitudes de ayuda económica. Asimismo, indica que  el Colegio cuenta con vehículo en caso que se haga una campaña de recolección y se tengan que enviar víveres o bien realizar alianza con alguna institución, como la Cruz Roja. 
El Sr. Olman Ulate Calderón, indica que se puede coordinar con la Comisión Nacional de Emergencias. 

El Sr. Presidente, indica que en primera instancia se debe solicitar a la Coordinadora de la Comisión de Afrodescendientes, la elaboración de una lista de las personas que estarían requiriendo la ayuda, para así coordinar una iniciativa al respecto.  
ARTICULO 8) INFORME DIRECCION EJECUTIVA. 
8.1 La Sra. Ethel Franco Chacón, informa que se cuenta con tres candidatos para la terna que se debe enviar a la Corte,  para la elección del titular de los abogados y abogadas litigantes en el Consejo de Administración de Puntarenas. De esos tres candidatos uno tiene cuotas pendientes, por lo que se puede enviar al Sr. Álvaro Enrique Moreno Gómez  y a la Sra. Daniela Castro Varela, con la indicación a la Corte que no se pudo completar la terna. 
SE ACUERDA 2020-15-022 En atención a la nota  325-2020 de la Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General, Corte Suprema de Justicia, se informa que no fue posible conformar una terna, por lo que se envían las siguientes dos personas para la elección del representante titular de los abogados y abogadas litigantes en el Consejo de Administración de Puntarenas: Sra. Daniela Castro Varela y el Sr. Álvaro Enrique Moreno Gómez. Ocho votos. Responsable: Secretaría comunicar. 

8.2 La Sra. Ethel Franco Chacón, informa que la Sra. Ana Lucía Diaz y el Sr. Oscar Duarte Solís, están solicitando se extienda el plazo de recibir solicites para las ayudas económicas. 

SE ACUERDA 2020-15-023 En atención a las notas de la Sra. Ana Lucía Diaz y el Sr. Oscar Duarte Solís, donde solicitan se les extienda el plazo para enviar la solicitud de ayuda económica, se les informa que mediante acuerdo  2020-14-020 se estableció que la fecha límite para recibir las solicitudes de ayuda por parte de las personas agremiadas que se encuentran en estado de la vulnerabilidad con motivo de la emergencia nacional por el COVID-19, era el 27 de abril 2020, por lo que tomando en cuenta que se dispusieron los recursos respectivos para dicho plazo, no es posible ampliarlo por cuanto median razones de planificación y financieras para tomar dicha decisión. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría comunicar. 
8.3 La Sra. Ethel Franco Chacón, informa que se recibió una nota de la Federación de Colegios Profesionales, donde requieren la siguiente información: -Tarifario de honorarios de los Profesionales. -Cantidad de colegiados incorporados anualmente. -Cantidad de graduaciones que se dan cada año para cada carrera que está representada.  En razón de lo anterior, solicita se le autorice para enviar la respuesta respectiva. 
Los señores Directores están de acuerdo en que la Directora Ejecutiva, emita la respuesta a la Federación de Colegios Profesionales. 
Aprovechando el tema de la Federación, informa que mediante nota FCPR-06-FEB-2020, del Ing. Olivier Álvarez Calderón, Presidente, Federación de Colegios Profesionales Universitarios, FECOPROU, solicitó el nombramiento de dos representantes para el periodo que va del 01 de febrero de 2020 al 31 de enero de 2021.  Si bien no es requisito indispensable que los delegados al Comité Permanente sean miembros de las Juntas Directivas de cada Colegio, la experiencia nos ha mostrado que cuando es así, se logra una relación más estrecha entre la FECOPROU y cada uno de sus miembros, lo que amplifica de manera positiva los avances en los temas de nuestro interés.
Por lo anterior y tomando en cuenta la recomendación de que exista un miembro de la Junta Directiva, sugiere modificar el acuerdo 2019-49-019, para designar como suplente a la Sra. Valeria Di Palma Carter, en lugar del Sr. Luis Corella Madrigal y se mantenga como propietario el Sr. Francisco Eiter Cruz Machena. 

SE ACUERDA 2020-15-024 En atención a la nota FCPR-06-FEB-2020, del Ing. Olivier Álvarez Calderón, Presidente, Federación de Colegios Profesionales Universitarios, FECOPROU, se modifica  el acuerdo 2019-49-019, para que la suplencia del Sr. Francisco Eiter Cruz Machena, que se ratifica como propietario, ante la Federación de Colegios Profesionales Universitarios, FECOPROU, sea la Sra. Valeria Di Palma Carter, miembro de esta Junta Directiva. Ocho votos. Responsable: Secretaría comunicar.

 
8.4 La Sra. Ethel Franco Chacón, manifiesta que tomando en consideración las nuevas disposiciones del Ministerio de Salud en torno a las medidas por el COVID-19, el Colegio abrirá el gimnasio a partir del 04 de mayo, capacidad al 25%, con un protocolo de higiene riguroso, previa cita, trato diferenciado para las personas con riesgo. En el caso de la piscina, será únicamente para lecciones. 
El Sr. Presidente, señala que se debe mantener cerradas las oficinas del Registro y de Migración, ya que esas instituciones están laborando bajo los lineamientos establecidos por el Ministerio de Salud. 

Por otra parte la Sra. Ethel Franco Chacón, sugiere continuar con la modalidad de  teletrabajo al 15 de mayo. Manteniendo únicamente el servicio en el Colegio de la recepción, caja, carné y servicios generales. 

SE ACUERDA 2020-15-025 Tomando en consideración las nuevas disposiciones del Ministerio de Salud en torno a las medidas por el COVID-19: a) el Colegio abrirá el gimnasio de pesas a partir del 04 de mayo, cumpliendo los lineamientos dictados por el Ministerio de Salud. b) En el caso de la piscina, será únicamente para lecciones. c) Continuar con la modalidad de teletrabajo hasta el 15 de mayo. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento Deportes.
ARTICULO 9) ASUNTOS DE FONDO BREVES Y TRASLADOS DE FISCALIA.
9.1 Fondo:
9.1.1 Expediente Nº: 123-19 (1). Denunciado: Lic. C. L. R. G.. Denunciante: De Oficio (Tribunal Penal de Juicio del III Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2020-15-026 Declarar con lugar la denuncia e imponer al licenciado la sanción disciplinaria de apercibimiento por escrito, lo anterior de acuerdo a los artículos 16, 82, 85 inciso a) y 86 del CDJMEPD. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Voto en contra del Sr. Hugo Hernández Alfaro, ya que por el tema de proporcionalidad de la sanción considera que se debe aplicar 15 días de suspensión. 
9.1.2 Expediente Nº: 377-18 (1). Denunciado: Lic. O. L. C.. Denunciante: De Oficio (Tribunal de Juicio del II Circuito Judicial Zona Sur, Sede Corredores). 

SE ACUERDA 2020-15-027 Declarar con lugar la denuncia e imponer al licenciado la sanción disciplinaria de apercibimiento por escrito, lo anterior de acuerdo a los artículos 16, 82, 85 inciso a) y 86 del CDJMEPD. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Voto en contra del Sr. Hugo Hernández Alfaro, ya que por el tema de proporcionalidad de la sanción considera que se debe aplicar 15 días de suspensión. 
9.1.3 Expediente Nº283-18 (1). Denunciada: Licda. L. R. P..  Denunciante: J. A. C. R.. 

SE ACUERDA 2020-15-028 De conformidad con el artículo 340 de la Ley General de la Administración Pública y 57 del Código Procesal Civil, declarar con lugar la excepción de caducidad y ordenar el archivo del expediente. Por falta de interés, omitir de pronunciamiento respecto de los recursos de revocatoria y apelación así como de las excepciones de prescripción, de falta de derecho y de legitimación. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.4 Expediente Nº: 111-18 (1). Denunciado: Lic. M. A. P.. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal de Cartago). 

SE ACUERDA 2020-15-029 Declarar con lugar la denuncia e imponer a la licenciada la sanción disciplinaria de apercibimiento por escrito, lo anterior de acuerdo a los artículos 16, 82, 85 inciso a) y 86 del CDJMEPD.  Siete votos. Responsable: Fiscalía. Voto en contra del Sr. Hugo Hernández Alfaro, ya que por el tema de proporcionalidad de la sanción considera que se debe aplicar 15 días de suspensión. 
9.1.5 Expediente Nº: 283-17 (1). Denunciado: Lic. José Guillermo Herrera Cordero. Denunciante: Rafael Morales Mora.

SE ACUERDA 2020-15-030 Declarar con lugar la denuncia e imponer al licenciado la sanción disciplinaria de  cuatro meses  de suspensión en el ejercicio de la profesión, en el entendido que se imponen  tres meses de suspensión   por negligencia contemplada en los artículos 14 y 39, en relación a los artículos 83 inciso a), 85 inciso  b) y 86 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho y  un mes  más de suspensión, debido a que dos faltas leves por inasistencia a audiencia y falta al deber de informar, en las que incurrió el licenciado, contemplados en los artículos 16, 31 y 34 del Código de Deberes, suman una falta grave, de acuerdo al artículo 83 inciso g) del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.6 Expediente N.º 080-17 (1). Denunciado: Lic. S. D. V. R.. Denunciante: De Oficio (Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía del I Circuito Judicial de Alajuela). 

 SE ACUERDA 2020-15-031 En virtud de lo anterior, se recomienda declarar sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto y rechazar la apelación por ser improcedente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.7 Expediente N.º 197-15-A (1). Denunciado: Lic. Y. C. P.. Denunciante: De Oficio (Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia). 

SE ACUERDA 2020-15-032 Por haberse hecho una incorrecta intimación e imputación de hechos,  declarar sin lugar la denuncia interpuesta contra el licenciado Y. C. P. y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. 
9.1.8 Expediente N.º: 439-18 (2) Denunciado: Lic. J. F. B. M.. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal de Cartago). 

SE ACUERDA 2020-15-033 Declarar con lugar la denuncia se impone al licenciado la sanción disciplinaria de apercibimiento por escrito, lo anterior de la relación de los artículos 16, y 82, 85 inciso a) y 86 del CDJMEPD. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Voto en contra del Sr. Hugo Hernández Alfaro, ya que por el tema de proporcionalidad de la sanción considera que se debe aplicar 15 días de suspensión. 
9.1.9 Expediente N.º: 256-18 (2) Denunciado: Lic. A. F. A. Denunciante:  S. Q. S..  

SE ACUERDA 2020-15-034 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.10 Expediente N.º: 538-17 (2). Denunciado: Lic. Milton Gamboa Sanabria. Denunciantes: Randall Francisco Picado Boza y Ruth Aguilar Pereira. 

 SE ACUERDA 2020-15-035 Declarar con lugar la denuncia, e imponerle al denunciado la sanción de siete meses de suspensión en el ejercicio de la profesión, de conformidad con el artículo 17, 69, 70, 82 y 83 inciso a), 85 inciso a) y b) y 86 del Código de deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. 
9.1.11 Expediente N.º: 245-17 (2) Denunciado: Lic. J. A. V. A.. Denunciante: De Oficio (Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José.

SE ACUERDA 2020-15-036 Declarar con lugar la denuncia se impone al licenciado la sanción disciplinaria de apercibimiento por escrito, lo anterior de la relación de los artículos 16, y 82, 85 inciso a) y 86 del CDJMEPD. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Voto en contra del Sr. Hugo Hernández Alfaro, ya que por el tema de proporcionalidad de la sanción considera que se debe aplicar 15 días de suspensión. 
9.1.12 Expediente Nº: 301-18 (4). Denunciado: Lic. A. H. P.. Denunciante: Oficio (Tribunal Contencioso Administrativo I Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2020-15-037 Declarar con lugar la denuncia comunicada de oficio por el Tribunal Contencioso Administrativo en contra del licenciado A. H. P. e imponer la sanción mínima de apercibimiento por escrito. Siete votos. Responsable: Fiscalía. Voto en contra del Sr. Hugo Hernández Alfaro, ya que por el tema de proporcionalidad de la sanción considera que se debe aplicar 15 días de suspensión. 
9.1.13 Expediente Nº: 202-18 (4). Denunciado: Lic. Jorge Danilo Arrieta Guzmán. Denunciante: De Oficio (Tribunal de Juicio de Cartago. 
SE ACUERDA 2020-15-038 Declarar con lugar la denuncia comunicada de oficio por el Tribunal de Juicio de Cartago en contra del licenciado Jorge Danilo Arrieta Guzmán e imponer al agremiado la sanción disciplinaria de un mes de suspensión en el ejercicio de la abogacía, lo anterior de la relación de los artículos 16, y 82, 85 inciso a) y 86 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. 
9.1.14 Expediente: 576-17 (4). Denunciada: Cinthya Fernández Guillén. Denunciante: Andrés Esquivel Soto. 
SE ACUERDA 2020-15-039  Declarar con lugar la denuncia e imponer la sanción disciplinaria de tres meses de suspensión.  Siete votos. Responsable: Fiscalía. Voto en contra del Sr. Hugo Hernández Alfaro, por cuanto considera que tomando en cuenta el cuadro factico y principio de proporcionalidad, la sanción se debe reducir a un mes.  

9.1.15  Expediente N.º: 520-17 (4).  Denunciado : Lic. Ronald Cruz Barahona.  Denunciante : Graciela Tuckler Mejía. 

SE ACUERDA 2020-15-040 Declarar con lugar, la denuncia e imponer una sanción de cuatro meses de suspensión.  en donde los tres meses corresponden a la falta grave al haber recibido dinero por un trabajo y no finalizarlo. Así mismo, se impone un mes más de suspensión adicional como agravante por no devolver la suma indicada, pese a haber sido prevenido por la Junta Directiva de hacer la devolución correspondiente. Se le previene al licenciado Cruz Barahona devolver en el plazo de un mes calendario, la suma de $500. En caso de devolver la suma indicada, no le será impuesta sanción disciplinaria. De lo contrario se mantendrá los cuatro meses de suspensión. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. 
9.1.16 Expediente Nº: 104-17 (4).  Denunciada : Licda. Patricia Quesada Sandoval.  Denunciantes : Joel Jesús Alpízar Castillo, José Bernal Valverde Pérez, Crisley Ramírez Castro, Luis Andrey Rodríguez Vásquez y José Evaristo Jiménez Vásquez. 

SE ACUERDA 2020-15-041  Declarar con lugar  la denuncia interpuesta por Joel Jesús Alpízar Castillo, José Bernal Valverde Pérez, Crisley Ramírez Castro, Luis Andrey Rodríguez Vásquez y José Evaristo Jiménez Vásquez, en contra de la licenciada Patricia Quesada Sandoval, de conformidad con los artículos 14, 34, 82, 83 inciso a) y 85 inciso  a) y b) del CDJME, e imponer en total una sanción disciplinaria de dieciocho meses de suspensión del ejercicio profesional, de acuerdo a lo siguiente: al haberse demostrado los hechos, se tienen cinco faltas al deber de diligencia (consideradas como faltas graves según el artículo 14 y 83 inciso a) y cinco faltas al deber de información (consideradas como faltas leves según los artículos 34 y  82 párrafo primero del Código de cita , por lo que de conformidad con lo indicado en el artículo 83 inciso g) del Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho, cuando se tengan dos o más faltas leves, estas se subsumen a una grave; por lo que, al subsumir las faltas leves según la norma en mención en total tendríamos seis faltas graves, y siendo que la sanción mínima para las faltas graves es de tres meses, lo procedente es hacer la sumatoria de seis faltas graves por cinco personas afectadas para una suma total de  dieciocho meses de suspensión en el ejercicio de la profesión, correspondiente a la sanción mínima de tres meses de suspensión por cada falta grave. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. 
9.1.17 Expediente N.º : 413-16 (4).  Denunciado : Lic. Jose Manuel González Artavia.  Denunciante : Oscar Enrique Varela Brenes. 

SE ACUERDA 2020-15-042 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto por el licenciado Jose Manuel González Artavia, confirmar lo resuelto por la Junta Directiva en la sesión ordinaria número 12-20, celebrada el treinta de marzo del dos mil veinte, acuerdo 2020-12-047, y dar por agotada la vía administrativa. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.18  Expediente N.º : 373-16 (4).  Denunciado : Lic. S. A. T. O..  Denunciante : R. H. S. y T. S. S.. 

SE ACUERDA 2020-15-043 Rechazar las excepciones de falta de derecho activo y/o pasivo, falta de legitimación ad causan y la genérica sine action agit, declarar por certeza sin lugar la denuncia interpuesta contra el licenciado S. A. T. O. por presuntas faltas al deber de diligencia, información, no entrega de recibos y cobro excesivo de honorarios, y absolver por duda en aplicación del principio de inocencia la presunta falta de inasistencia a audiencia, así como la presunta autenticación  de firma falsa y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.19  Expediente Nº : 538-15 (4).  Denunciado: Lic. R. S. G. M..  Denunciante : De Oficio (Tribunal de Apelación Penal del II Circuito Judicial de San José). 

 SE ACUERDA 2020-15-044  Declarar sin lugar el recurso de revocatoria, confirmar lo resuelto en la sesión ordinaria número 30-19, celebrada el seis de agosto del dos mil diecinueve, acuerdo 2019-30-027, dar por agotada la vía administrativa. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.20 Expediente Nº: 233-18 (6). Denunciado: Lic. Randall Sibaja Miranda. Denunciante: Lina María Carmona Roblero (Presidente Asesores en Nutrición y Servicios de Alimentación ASENSA S.A). 
SE ACUERDA 2020-15-045 Declarar sin lugar el recurso establecido por el licenciado Randall Miranda Sibaja, colegiado 24309, manteniéndose invariable el acuerdo 2019-33-052, tomado en la sesión ordinaria 33-2019, celebrada el 27 de agosto del 2019. En caso de no cumplir con lo prevenido se procederá a ejecutar la sanción acordada. Se da por agotada la vía administrativa. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.21 Expediente Nº: 009-18 (6). Denunciada: Lic. Randall Antonio Miranda Córdoba. Denunciantes: Natalia Arroyo Oporta. 

SE ACUERDA 2020-15-046 De conformidad con establecido en los artículos 13, 14, 31, 34, 39, 82, 83 inciso a), 85 incisos a) y b), y 86 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, se declara con lugar la presente denuncia seguida en contra del licenciado Randall Antonio Miranda Córdoba, colegiado 14099, y en tal carácter se le impone la sanción disciplinaria de seis meses de suspensión en el ejercicio de la profesión. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.22 Expediente Nº: 627-17 (6). Denunciada: Lic. Luis Diego de la Vega Campos Batista. Denunciantes: Luis Matamoros Fonseca y Jesenia Fonseca Núñez. 

SE ACUERDA 2020-15-047 De conformidad con establecido en los artículos 13, 14, 31, 34, 39, 82, 83 incisos a) y b), 85 incisos a) y b); y 86 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, se declara con lugar la presente denuncia seguida en contra del licenciado Luis Diego de la Vega Campos Batista, colegiado 12370, y en tal carácter se le impone la sanción disciplinaria de tres meses de suspensión en el ejercicio de la profesión. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.23 Expediente Nº: 543-17 (6). Denunciados: Lic. S. G. A. y Lic. R. J. M.. Denunciantes: O. G. Q. Á.. 

SE ACUERDA 2020-15-048 En aplicación del principio indubio pro administrado, se declara sin lugar la presente denuncia seguida en contra de los licenciados S. G. A., colegiado 20849; y, R. J. M., . y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.24 Expediente Nº: 508-17 (6). Denunciada: Licda. M. M. M.. Denunciante: I. A. C. M.. 

SE ACUERDA 2020-15-049 Rechazar las excepciones de prescripción y falta de derecho. Declarar sin lugar en todos sus extremos la presente denuncia seguida en contra de la licenciada M. M. M., . consecuentemente ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.1.25 Expediente Nº: 420-16 (6). Denunciado: Lic. Marvin Martínez Meléndez. Denunciante: De Oficio (Tribunal Penal de Juicio de Heredia). 
SE ACUERDA 2020-15-050 Rechazar tanto la nulidad alegada como el recurso de revocatoria. Por ser manifiestamente improcedentes se rechaza tanto el recurso de apelación como el de revisión. Previo a considerar la procedencia de la aplicación de la medida sustantiva por medio del numeral antes citado, se le previene al licenciado Marvin Martínez Meléndez, proceder conforme lo dispone los numerales 8 y 9 del Reglamento de Aplicación del Beneficio de Ejecución de la Sanción, bajo pena de proceder con la ejecución del acuerdo recurrido. Se da por agotada la vía administrativa. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.26 Expediente Nº: 694-15 (6). Denunciada: Licda. P. M. T.. Denunciante: D. A. V.. 
SE ACUERDA 2020-15-051 Al no tenerse elementos probatorios suficientes que conduzcan a establecer una conducta reprochable en contra de la profesional denunciada, lo procedente es declarar sin lugar la presente denuncia seguida contra de la licenciada P. M. T., . en consecuencia, se ordena el archivo definitivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.2 ASUNTOS BREVES:

9.2.1  Expediente : 547-19 (1).  Denunciada:  Licda. D. M. M..  Denunciante:  Y. P. F. C..  

SE ACUERDA 2020-15-052 Por existir falta de pruebas para realizar el respectivo traslado de cargos y no haberse cumplido con la prevención hecha, lo procedente es rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.2.2 Expediente : 766-19 (2).  Denunciado:  Lic. G. V. Z. y Lic. R. A. H. F.  Denunciante:  De Oficio (Tribunal Penal del II Circuito Judicial de San José).  

SE ACUERDA 2020-15-053 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.2.3  Expediente : 683-19 (2).  Denunciado:  Lic. E. R. G.  Denunciante:  De Oficio (Tribunal de Juicio de la Zona Sur, Sede Pérez Zeledón).  

SE ACUERDA 2020-15-054 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.4  Expediente No : 395-13 (1).  Denunciado:  Lic. J. E. B. Ch..  Denunciante:  De Oficio (Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2020-15-055 Rechazar de plano la denuncia comunicada de oficio por parte del Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José en contra del Lic. J. E. B. Ch., y en consecuencia se ordena el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.2.5 Expediente No: 574-08 (2)  Denunciado:  Lic. C.S. S..  Denunciante:  L. C. Q. 

SE ACUERDA 2020-15-056 Declarar la imposibilidad sobrevenida del proceso incoado por L. C. Q., en contra del Lic. C. S. S., dando por terminado el presente procedimiento disciplinario y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.2.6 Expediente: 585-15(4).  Denunciado: Licda. Dyanna Nelson Ulloa. Denunciante: De Oficio (Fiscalía de Turrialba). 

SE ACUERDA 2020-15-057 Por haberlo así ordenado el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, se recomienda suspender los efectos del acuerdo 2019-10-025 de la sesión ordinaria número 10-19 y ordenar la habilitación de la licenciada Dyanna Nelson Ulloa en el Ejercicio Profesional Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.7 N° Expediente: 397-19 (6). Denunciada. Licda. S. V. G. V.. Denunciante. E. C. Á..  

SE ACUERDA 2020-15-058 De conformidad con el artículo 292 inciso 3) de la Ley General de Administración Pública, declarar sin lugar el recurso de revocatoria planteado por E. C. Á., y confirmar lo resuelto por la Junta Directiva del Colegio Abogados y Abogadas de Costa Rica, sesión ordinaria 04-2020 celebrada el tres de febrero del año dos mil veinte, acuerdo 2020-04-111 y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.2.8 Expediente N°: 164-19 (6). Denunciada: Licda. M. B. Z.. Denunciantes: J. C. B. Ch. y L. C. R.. 

SE ACUERDA 2020-15-059 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley General de la Administración Pública se avoca el conocimiento del presente asunto y acuerda: declarar sin lugar el recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por la Licda. M. B. Z. y ordenar continuar con la normal prosecución del presente procedimiento disciplinario hasta su fenecimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.2.9 Expediente N°: 077-19 (6). Denunciado: Lic. A. P. G.. Denunciante: M. del R. S. G.. 

SE ACUERDA 2020-15-060 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley General de la Administración Pública avocarse el conocimiento del presente asunto, rechazar por extemporáneo el recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por el Lic. A. P. G. y ordenar continuar con la normal prosecución del presente procedimiento disciplinario hasta su fenecimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.2.10 Expediente N°: 007-19 (6). Denunciado: Lic. S. A. M.. Denunciante: De oficio (Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Juridicial de San José). 

SE ACUERDA 2020-15-061  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley General de la Administración Pública avocarse el conocimiento del presente asunto y acordar: declarar sin lugar el recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por el Lic. S. A. M. y ordenar continuar con la normal prosecución del presente procedimiento disciplinario hasta su fenecimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.


9.2.11 Expediente N°: 591-18 (6). Denunciad: Lic. J. M. G. A.. Denunciante: C. V. L.. 

SE ACUERDA 2020-15-062 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley General de la Administración Pública avocarse el conocimiento del presente asunto, rechazar por extemporáneo el recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por el Lic. J. M. G. A. y ordenar continuar con la normal prosecución del presente procedimiento disciplinario hasta su fenecimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.

9.3 TRASLADOS:
9.3.1 Expediente:  132-20  (1).  Denunciado : Lic. R. P.P..  Denunciante:  De Oficio (Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2020-15-063 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.2 Expediente:  677-19  (1). Denunciado: Lic. Á. A. P..  Denunciante:  De Oficio (Tribunal de Juicio de San Carlos).  

SE ACUERDA 2020-15-064 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.3 Expediente:  637-19  (1). Denunciado: Lic. L. A. R. G..  Denunciante:  De Oficio (Tribunal del III Circuito Judicial de Alajuela). 

SE ACUERDA 2020-15-065 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.4 Expediente:  486-19  (1). Denunciado: Lic. D. V. M..  Denunciante:  De Oficio (Tribunal de Cartago).  
SE ACUERDA 2020-15-066 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.5 Expediente: 124-20 (4).  Denunciado:  Lic. J. J. M. R..  Denunciante:  De Oficio (Tribunal del del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 

SE ACUERDA 2020-15-067 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
Al ser las veintitrés horas con dos minutos se da por finalizada la sesión. 
Lic. Álvaro Sánchez González                     MSc. Olman Alberto Ulate Calderón
                 Presidente                                                         Secretario

-Votos en contra acuerdos:  2020-15-002,  2020-15-004
Ximena Martín Chacón

Valeria Di Palma Carter

Rafael Ángel Guillén Elizondo
-Voto en contra acuerdos:  2020-15-026, 2020-15-027, 2020-15-029, 2020-15-033, 2020-15-036, 2020-15-037, 2020-15-039.  
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